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YREPÚBLICADE PANAMÁ
ORGAI\IO JUDICIAL

CORTE SI]PREMADE JUSTICIA

SALA TERCERA DE LO CONTENCIOSO, ADMTNISTRATTVO Y LABORAL

Panaffiá, se¡s (6) de mayo de dos mil diecinueve (2019).

VISTOS:

En grado de apelación conoce el resto de los Magistrados de Ia Sala

Tercera de la Corte Suprema de Justicia, la demanda contencioso administrativa

de indemnización presentada por la Licenciada María Teresa Wald de Osorio, en

nombre y representación de Carlo Javier Osorio Wald, para que se condene al

Estado Panameño, por conducto de la Superintendencia del Mercado de Valores

(SMV), al pago de la suma de 8/.5,000,000.00, en concepto de daños y perjuicios,

producto de la mala prestación delservicio público adscrito a esa institución.

Resolución iudicial apelada

Es fa Resolución de 23 de julio de 2018, mediante $a cual el tVXagistrado

administrativa de indemnizaciónSustanciador admit¡ó la demanda contencioso

arriba descrita.

l¡. Recurso de apelación

A¡ correrle traslado de la acción promovida, el Procurador de la

Administración, anunció y sustentó en tiempo oporluno, recurso de apelación

contra la Resolución de 23 de julio de 2A18, actuación ésta que dejó consignada

en la Vista N"1494 de 30 de octubre de 20'18, en la cual manifiesta que su

oposición a la admisión de esta demanda se fundamenta en el hecho que la
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misma se eReueRtra prescrita; postura que, en Io medular, suster'¡ta de [a siguiente

maRcra:

n'La presentaeién de [a demanda de indemnizaeíén está
sujeta a[término de prescripción de un (X) año, contado desde que
eü supuesto afectado supo del daño causado.

De acuerdo eon los hechos narrados por [a abogada de[
necurrente y las constancias procesales, en e[ rnes de julio de
2014,la Superintendeneia del Mercado de Valores, corno autoridad
administrativa competente, [e causó e[ daño alegado a sLr
nepresentado, por lo que, al tenor de lo estableeido en el artfeulo
1706 del Cédigo "iudieial, eailo Javier Osorio Wald tenía un (1) año
para la interposición de su acción de ündemnización, plazo que
venció en el mes de julio de 2015.

Decimos esto, porque en jurisprudencia de ta SaNa Terecra,
citada más abajo, ese Tribunal señala que: 'la demanda se
eneuentra preserita de eonformidad con elartículo 1706 deleódigo
Civi!, que dispone que e[ término de prescrlpción se produóe
transcurrido un año a partir en que el sujeto tuvo eonoeímiento del
daño eausado por el Estads...'

Al nevisar las constancias proeesafles, obseruannos qu.le [a
aecién que oeupa nuestra atención fue interpuesta e[ 6 de julio de
2018, por lo que la misma deviene en extemporánea.:.

Visto lo anterior, es preciso señalar que el artícr¡lo tr706 del
eódigo eivil, en la parte pertinente, establece que:

En esie contexio, siguiencio esos criterios jurisprucienciaies,
esta Procuraduría considera que la demanda aonteneioso
administrativa de indemnización ensayada en contra del Estado
panameño, por conducto de la Superintendencia deü Mercado de
Valores, no debié ser admitida, por encontrarse preserita [a aeeión;
ya quc desde e[ n'res de.flulio de 2014, fecha erx que Oarls .javien
Osorio Wald, tuvo conocimiento de [a cancelación de su Liaencia
de eorredor de Valores, hasta el 6 de.fiulio de 2018, momento de la
presentación de la aeeión que ocupa Ruestra atencién, lhan
transcurrido tres (3) años y, por !o tanto, se excedió e[ tiernpo que
establece el artículo 1706 deil Código Clvil para neeurnir ante e[
llribuna[....' (fs. 82-87).

For [o antes expuesto, e[ Froeurador de la Admrinistraeién solleita al resto dc

los Magistrados de la Sala Tercera que se revoque la R.esolutción de 23 de julio de

2018 y, cn su lugan Ro se admita dieha demanda (f, EB).

Oposicién al recurco de apelación

La tieeneiada fularía Teresa Wald de Ossrio, abogada del neeunrente, se

11[flUUUD



opuso al recL¡rso de apelaeién interpuesto pon el Procunador de Ia Adrninistración,

y solicita a[ Tribunal de Segunda flnstancia que eonfirme 0a Resslucié¡l de 23 de

.lulio de 2018, pon lo que a continuación se expone:

"'!...en el mes de Julio de 2014...mediante Resolr¡ción fr''{o. sMV-
314-'2014 de 2 de julio de 2014, [a superintendencia deil ftilercado
de valores, decretó [a Intervención eontra [a extinrta casa de
valores Finaneial Paeifie, lnc., sin fundamentar fias causas de esa
lnteruención, acto que fue hecho en contra de [a easa de valores y
no en contra de m[ nepresentado. For Io que no puede ser tomadá
como inieio, para eomputar el término de prescripción de [a acción
Interpuesta, y, además, eltérmino de preseripción inlcia eonfonnc a
[a Doctrina, a Ia Jurisprudencia y a Ia Ley de ac¡.rerdo a [a
naturaleza de [a aeción en este caso, con [a Resol¡.¡ción definitiva
que no admite recurso alguno, conforme a lo díspuesto pon el
párrafo 2do. DclArtíeulo 'f 706 del eédigo Civil.

2. Ee la misrna forrna, como expresamos en el hceho Déelrmo
Quinto de Ia demanda, es mediante la Resorr¡ción [.,ro. sMV-s2g-
zAM de 23 de octubre de 2014, que se [e sr.lspenden
indefinidamente las licencias de conedor de valorcs y de Ejecutivo
Frin_cipa-l a mi represcntado, l/ no er! ¡"ulio de 20n4, pon to'que se
evideneia que el argumento del procurador, no guardá relaeión eon
[o que se demanda.."

...e[ fundamento de la demanda contencioso administrativa de
indemnización (reparación directa), [o expresamos cn el lrecho
Décinro Noveno de forma elara que no permite interpretaciones, el
rnat funcionamiento de los servicios públicos adseritos a [a
superintendencia del Mereado de Valores, inieia eon la Resoh¡ciónr
F''üo, sMV-S2}-zaM de 22 de octubre de 2014, ar motivar el Inicio
de una investigacién formal a nnl nepresentado, dentro de un
proceso sancionador administrativo ya inieiado, siendo éste un acto
f,rreeurrible, y dc eonformidad con el Artículo 42 de la [-ey ,tr35 de
't943, el Sustanciador señala que como nequisito para lneoar una
demanda ante el rribunal de [o contencioso adnnrnistrativo, se
nequiere que se haya agotado la vía gubernativa, y que'se trate de
aeto o nesolueiones definitivas, o de providencias de trámite, sí
estas úitimas deciden directa o indirectamente elfondo del asunto,
de nnodo quc le pongan término o kragan finnposihle su
continuación'.

Fon fo antes señalado, la Resolución No. SIVIV-S23-2014 de 22 de
octubre dc 2014, da inicio a una investigación fon¡'nafl contra rmi
nepresentado, por parte de ila Superintendencia del Mereado de
valores, y aunado a esto, el punto cuarto de dieha nesorueión,
claramente señala que es una resolueión de mero obedecirniento y
no le eabe recurso en contra.

Eicho lo anterior, es elaro indicar que [a Resorueién F{s" sfutrv-s23-
2014 de 22 de octubre de 2014, no constituye un acto definlffvo, y
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pon cons¡guiente, no es recurrible ante ila sala -['ereera, 
pon se!. ur]

acto preparatorio, pucs hace referencia a una tnamitación
preliminar llevada a cabo por la entidad, para dar iniaio a una
investigación en contra de earb J. osorio wald, y ésta no porxe
término a Ia situaeién controvertida.

Asl tenemos, quc al Rromento de haberse [nlciado una
investigaeién formafl en contra de nnl representado nnediante la
Resolución No. sMv-szg-za1{ de 22 de octubre de 2an4, siendo
éste un acto ilRREcLlRRlB[-E, se debió espera!.hasta [a emisión
deil aeto que decidié la terminacién del proceso, para íntenponer [a
presenle demancia.

Y en efecto fue hasta que nos notificamos el 14 de jullo de zo11,
de la Resolución No" SMV-3S8-12 de 7 de Julio áe 2A17, que
tuvimos conoeimiento del funcionamiento precario de flos servicios
adseritos a [a superintendencia der Mercado de valores, euando
[ndica, ya causado los daños y perjuicios, en su parte resolutlva [o
siguiente:

'PRIMERO: DECI-ARAR que no Fray mérito para sancionan a
CARLO JAVTER OSORTO WALD...y TEdESA SANCHEZ
FIERRERA DE ABOOD...

SEGUNDO: coNctutR y ARCt-t[vAR eil
ad min istrativo sancionador.'

proeedim[ento

Y- es por esta razén que aumpliendo con lo establecido en e[
Artí_cu|o 1706, párrafo 2do., [a demanda fue presentada e[ 6 de julio
de 2018...por lo aual no puede el señor Frocurador lnvocar que e[
tiempo para fa presentación de Ia misma, Frabla prescrito...

.".'(fs. 91-94).

[!. DEGISÉN DE LA SAtA.

eomo hemos podido obscrvar, el Procurador de Ia Adnnínistración se opone

a la admisión de la demanda oonteneioso administrat[va de [ndernnüzación

prcsentada por la Lieenciada Marfa Teresa Wald de Osorio, apoderada judieiaü de

eaflo .iavier osorio wald, para que se condene at Estado Fanameño, por

eondu¡cto de üa Superintendencia del Mercado de valores (SfrdV), a[ pago de [a

suma de B/. 5,000,000.00, en concepto de indemnizacién pon [os daños y

perjuicios que alega haber sufrido eomo conseeueneia de [a rnrala prestación del

senrieio públieo adscrito a esa institución estatal, puesto que, a su juf;eio, [a aeeiérn
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se encuentra prescrita, teniendo en cuenta que el hecho generador del daño

data de julio de 2014 y la demanda fue interpuesta en julio de 2018, excediendo,

por tanto, el término de un (1) año que establece el arffculo '!706 del Código Civil.

De este planteamiento discrepa ra abogada der recurrente, ya que, en su opinión,

la mala prestación del servicio público adscrito a la SMV se originó con la emisión

de la Resolución N" SMV-523-2014 de 22 de octubre de 2014, que dio inicio al

procedimiento administrativo sancionador incoado en contra de su representado,

pero como éste era un acto preparatorio, contra el cual no cabía recurso alguno, y

ef artículo 42 de la Ley 135 de 1943 exige el agotamiento de la vía gubernativa,

debió esperar hasta la emisión det acto que le puso fin a dicho procedirniento

administrativo sancionador, esto es, la Resolución N' sMV-35g-17 de 7 de julio de

2017, de la cual se notificó. el 14 de julio de 2017, presentado su demanda de

indemnización en julio de 2018, es decir, dentro del término de prescripción de un

(1) año que establece el artículo 1706 del Código Civil, concluyendo así que su

acción no se encuentra prescrita.

En este contexto, el resto de los Magistrados que integra la Sala Ter@ra,

procede a confrontar las posiciones vertidas por ambas partes con las constancias

procesales, con las respectivas disposiciones legales aplicables y con la

jurisprudencia que al respecto se ha emitido; ejercicio que nos permite efectuar las

siguientes consideraciones:

Primeramente, conviene destacar que en los últimos años este Tribunal ha

seguido el criterio que el término para la presentación de las acciones

indemnizatorias, tal como ocurre respecto a las demandas de plena jurisdicción,

debe ser examinado durante la etapa de admisibilidad de la demanda, por

razones de economÍa procesal, pues, no tiene sentido imprimirte el trámite

procesal a una pretensión que se encuentra prescrita. A manera de ejemplo, nos

permitimos reproducir los siguientes fragmentos de algunas resoluciones judiciales

en las cuales se ha dejado consignada talvertiente:
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Auto de 20 de junio de 2014.
"cogro quiera que nos encontramos en la fase de admisión, resulta
pertinente constatar si el libelo de la demanda en estudio cumple con
lor requisitos y presupuestos mínimos exigidos por la Ley y ta
jurisprudencia actualmente imperante en cuantó a este tipo de aóc¡ónes
contenciosas administrativas.

En este sentido, uno de ros temas que esta sata de ta Gorte ha
venido revisando en esta etapa procesal, es el referente a laprescripción de la demanda, atendiendo al principio de economía

::l:"="t, 
así como a la agitización de los procesos.

Auto de 6 de febrero de 2015.
"Al.respecto, esJg superioridad considera conveniente indicar que la
posición mantenida con anterioridad por la sala Tercera, sobre que et
tema de la prescripción de la acción Ob¡ia ser analizado al momento de
resolverse el fondo de la pretensión incoada, experimentó ciertas
rectificaciones, concluyéndose que dicho tema debe ser analizado al
momento de resolverse la admisibilidad de la demanda, a fin de
procurar la mayor economía procesal, y máxime cuando carece de
propósito examinar en el fondo una pretensión que se encuentra
notoriamente prescr¡ta, y por tanto, su tramitación no tiene futuro
favorable."

Auto de 6 de mayo de 2016.
Ahora bien, con relación al segundo punto en que el sustanciador
sustenta la inadmisibilidad de la demanda por cons¡derar que la mismá
se encuentra prescrita, de conformidad con el artículo 1706 del código
civil, sobre el que el demandante estima que es un asunto qüé
corresponde examinar en ta etapa de resolver eifondo de la pretensión,
Prelisa señalar primero que la posición mantenida con antéiiot¡¿áJ pó'i
la sala Tercera, sobre que ertema de la prescripción de la acción de'bía
ser anatizada al mombnto de resolverbe el iondo ;. 6-ñt"ñ¿;
incoada, 

_ 
experimentó ciertas rectificaciones, concluyéndose iue dicho

tema debe ser analizado al momento de resolverée h admisibilidad
de la demanda, a fin de procurar ra mayor economía procesal. (ver
resolución de 11 de marzo de 2015).

Por lo anteriormente expuesto, procederemos a verificar el término para la

presentación de la acción indemnizatoria en estudio, durante esta etapa procesal.

En tal sentido, cabe señalar que el artículo 1706 del Código Civil, en

concordancia con el artículo 1644 del mismo texto legal, establece lo siguiente:

*1706. La acción_ civil para reclamar indemnización por calumnia o
injuria o para exigir responsabilidad civil por las obligaciones derivadas
de la culpa o negligencia de que trata elArtículo tO¿+ Oel Código Civil,
prescribe en el ténnino de un (1) año, contado a partir de que Io-supo ei
agraviado.

Si se iniciare oportunamente acción penal o administrativa por los
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hechos previstos en el inciso anterior, la prescripción de la acción civi!
se contará a partir de la ejecutoria de la sentencia penal o de la
resolución administrativa, según fuere el caso.

Para el reconocimiento de la pretensión civil, en ningún caso es
indispensable la intervención de la jurisdicción penal."

"194E.. El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo
culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado.

si Ia accién u omisión fuere imputable a dos o más personas, cada una
de ellas será solidariamente responsable por los perjuicios causados."

Como puede observarse, la acción para reclamar indemnización por los

daños y periuicios derivados de la culpa o la negligencia, prescribe en el término

de un (1) año, contado a partir del momento en que lo supo el agraviado; y en

caso que a raiz de esa culpa o negligencia, el afectado haya iniciado una acción

penal o administrativa, entonces dicho término comenzará a contarse desde la

fecha en quede ejecutoriada la sentencia penal o la resolución administrativa.

A fin de determinar a partir de qué momento debe comenzaÍ a computarse

eltérmino de un (1) año de prescripción que establece el artículo 1706 del Código

Civil, arriba citado, este Tribunal de Segunda tnstancia procede a examinar las

constancias procesales y no constata que Carlo Javier Osorio Wald haya iniciado

acción penal o administrativa alguna contra la sMV por las supuestas

irregularidades en las que pudo haber incurrido durante la prestación del servicio

público a ella adscrito, de manera tal que, en atención a ello, se haya emitido una

sentencia penal o una resolución administrativa, a partir de cuya ejecutoria,

pudiera comenzar a computarse el término de prescripción de un (1) año que

establece elartículo 170G delCódigo Givil.

Al respecto, vale la pena acotar que si bien es cierto que la SMV instruyó un

procedimiento administrativo sancionador contra Carlo Javier Osorio Wald, el cual
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cufminó con la emisión de la Resorución N" sMV g5g-17 de 7 de julio de 2017, y

que dentro del año siguiente a la ejecutoria de dicho acto administrativo, es que la

parte actora ha presentado la demanda de indemnizaciín en estudio, no hay que

perder de vista que tal situación no se enmarca en el supuesto previsto por et

segundo párrafo del arficr¡lo 1706 del Código Civil, puesto que la acción penal o

administrativa a la cual se refiere este último es aquella a la cual tenla derecho el

prenombrado por los hechos que le afectaban, y no a la que le correspondía

ejercer a la entidad demandada como ente regulador del mercado de valores

panameño.

Habiéndose descartado el conteo del término de prescripción en la forma

que dispone el segundo párrafo del artlculo 1706 del Código Civil, resutta claro

que dicho plazo debe computarse a partir de la fecha en que lo supo el agraviado.

sobre el particular, vemos que entre Ios hechos de la demanda, la parte

actora hace referencia a distintos momentos a parlir de los cuales se generaron

los daños y perjuicios que alega le fueron ocasionados producto de la mala

prestación del servicio público adscrito a la sMV. Así, por ejemplo, en e! hecho

octavo señala que mediante la Resolución N" SMV-3S8-2014 de 11 de agosto de

2014, que decrelÓ la liquidación forzosa de la Casa de Valores Financial pacific

Inc., se causaron daños y perjuicios a sus accionistas y directores, entre éstos,

Carlo Javier Osorio Wald, "...quien desde el mes de julio de 2014, ha sido privado

de sus henamientas /egaleg pan eJercer ta profesión pam la cual está entrenado

y ceftificado" (f .4)

Posteriormente, trae a colación gtras resoluciones del nnes de septiembre

det año 2014, asl como la Resolución N" SMV-523,2014 del mes de octubre de

ese mismo año, mediante la cual la SMV ordenó el inicio de una investigación
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formal contra Carlo Javier Osorio Wald, siendo éste el acto a partir del cual, según

argumenta en su recurso de apelación, comienza la mala prestación del servicio

público adscrito a esa institución estatar. citemos: .Así tenemos, que er

fundamento de ta demanda contencioso administrativa de indemnización

(reparación dírecta), lo expresamos en el hecho Décimo Noveno de forma clara

que no permite interpretaciones, el mal funcionamiento de los seryicr'os

públicos adscrifos a la Superintendencia del Mercado de Galores, inicia con

la Resolución No- SMV'523'2014 de 22 de octubre de 2014, al motivar el inicio

de una investigación formal a mi rcpresentado..." (f. g2).

Ahora bien, partiendo del mes de octubre del año 2014 como la fecha en

que el recurrente se percata de la mala prestación del servicio público adscrito a la

SMV se tiene entonces que la demanda de indemnización en estudio se

encuentra prescrita, porque desde ese mornento, Osorio Wald tenía hasta

octubre de 2015 para interponer su acción indemnizatoria; no obstante, lo hizo et 6

de julio de 2018, es decir, después de haber transcurrido en exceso el ténnino de

un (1) que dispone elartículo 1706 delCódigo Civil.

contrario a lo argumentado por la parte actora, ésta no tenla que esperar

que la SMV culminara el procedimiento administrativo sancionador con la
ejecutoria de la Resolución N" SMV-358-17 de 7 de julio de 2017, para detenninar

que hubo una mala prestación del servicio público adscrito a esa institución

estatal. Es importante aclarar que el artículo 42 de la Ley 135 de 1g43, relativo a la

definitividad de los actos administrativos o al agotamiento de la vla administrativa

para recurrir ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, resulta aplicable

cuando lo demandado es un acto administrativo; sin embargo, en este caso no se

está demandando un acto administrativo, como equivocadamente lo hace ver la

parte actora en su recurso de apelación, sino la mala prestación del servicio
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público en que pudo haber incurrido la SMV al iniciar el procedimiento

administrativo sancionador contra Carlo Javier Osorio Wald, de lo cual, conforme a

fo afegado la demanda y en la alzada promovida, se percató desde et inicio de la

investigación formal iniciada contra osorio Wald, de ahí que resulte contradictorio

que la misma exponga que: "...fue hasta que nos notificamos et 14 de jutio de

2017, de la Resolución No. sMV-35g-1T de 7 de Julio de 2017, que tuvimos

conocimiento del funcionamiento precario de /os servrbios adscrifos a Ia

Superintendencia det Mercado de Valores..."(f. g3).

A continuación, citaremos la parte medular de dos autos en los que la Sala

Tercera ha adoptado un criterio similar al que hemos expuesto:

Auto de 16 de mayo de 2016

3.- Analizado gl expediente que contiene el juicio por cobro coactivo
CN CONITA dEI LiCdO. GUILLERMO QUINTERO iASTAÑA, IA SAIA
I9t*q puede apreciar en ra _foja gzs, que er propib Lic¿á.
culLLERMo QU|NTERO 0ASTAñA se dio por'notificadb e¡ o¡a 29 de
marzo de2012, del auto No. 1ss, de 2g de marzo de2012, proferiJo
por la caja de Ahorros que elevaba a la categoría de emÉargo,'á
secuestro de la cuenta de ahorros No. 0404-or-01-0oog7g que eitaba
a nombre det propio demandante, el Licdo. GUILLERMo düir.¡Í-enó
CASTAÑEDA.

!.: L. presenlg sala Tercera, habiendo observado que el Licdo.
GUILLERMO eutNTERo CASTAñA tuvo conocimiento et dta 29 de
marzo de 2012, del proceso de jurisdicción coactiva que se tramitaba
en su contra por parte de la caja de Ahorros, el mismo debió de
haber realizado su rectamo a trávés de la demanda contenciosa-
Administrativa de indemnización, dentro det plazo establecido en
el artlculo 1706 del Gódigo Givil, que estabÉce et término de unfl) año para efectuár cuarquier tipo de recramación
extracontractual al Estado como consecuencia de una lesión o
afectación sufrida por parte del Estado.

5.- Habiendo visto que el término de prescripción para reclamar a
través de una demanda contenciosa-Administrativa de tndemnización,
lS responsabilidad por afectaciones o lesiones del Estado; éste
Despacho considera que el Licdo. GUILLERMO oulNTERO
cAsrAÑAtenía hasta el 3o oe marzo de 2013, para haber presentado
su respectiva reclamación ante la sala Tercera. Recordemos que el
término o cómputo de la prescripción se comienza 

" "ont"t "
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part¡r del momento que tuvo conocimiento de la afectación el
agraviado; y en el presente caso tat como to hemos apreciado, el
mismo se dio por notificado der proceso por cobro coactivo el día
29 de marzo de 2O12.

6.- De las constancias que aparecen dentro del expediente judicial, se
observa que la Demanda contenciosa-Administrativa es presentada
por el Licdo. GU|LLERMo QU|NTERo CASTAñEDA, et día veintidós
(22) de septiembre de 201s, ante ra sala Tercera de !a corte suprema
de Ju_sticia (cfr. f. 16_del expediente judicial), habiendo ya transcurrido
tres (3) algg y dos (2) meses, encontrándose la acción áe reclamo por
responsabilidad extracontractual del Estado más que prescrita para su
respectiva tramitación.

En consecuencia, el resto de los Magistrados que integran la sala
Tercera de la corte suprema de Jusiicia, administrandó justicia en
ryrn!1e d." l? República y por autoridad de la ley, REVOCAN la
Providencia del 21 de octubre de 201s, que ADMIÍó la demandá
contencioso administrativa de indemnización, interpuesta ú; ;l
licenciado RoGELlo sAMUDro ARJONA, actuando én nornbre y
representación de cutLLERMo QU|NTERo cASTÁñrón, para qué
se condene al Estado Panameño, por vía de la caja de Ahorros,'al
pago de doscientos mil balboas (8/.200,000.00), en cóncepto de daños
y perjuicios

Auto de 11 de mazo de 2015
(a

Ahora bien, en el caso bajo examen, resulta indispensable aclarar
ciertos aspectos que se confunden en el presente recurso, derivados
de los argumentos del apoderado judicial de la empresa, quien solicita
"gue se admita la demanda detseñor Fredy Atzate conttaia Autoridad
Nacional de Aercnáutica civit y er señor nataet Bárcenas.,' cabe
advertir que, quien acude a reclamar indemnización por daños y
perjuicios es la sociedad JET PANAMA ELEcrRoNlcs, tNC., y no el
qglor José Fredy Alzate Zuluaga, que es el representante iegal de
dicha empresa, y aunque señala ser propietario de la misma y-haber
sido afectado por una causa penal, no se constituye como parte en el
pro@so.

En este mismo orden de ideas, la responsabilidad civil extracontraclual
exigida al Estado Panameño, tal como se enuncia y explica en el libelo
de la demanda, es como consecuencia de actuaciones realizadas por
la Autoridad Nacional de Aeronáutica civil de panamá, concretándose
en la cancelación del permiso de ingreso al Aeropuerto Marcos A.
Gelabert, que alega fue adoptada de hecho, ya que no existía una
orden que la justificara. señala el actor que, como consecuencia de
dicha acción, se le impide el acceso a todas las instalaciones del
aeropuerto al señor Alzate, y lo limita a seguir realizando sus labores
de técnico - electrónico, reduciendo significativamente los clientes y



\\l

compañías a las cuales la sociedad le prestaba servicio, causándole
perjuicios.

Este hecho denunciado como generador de tos daños que se
alegan, señala el apoderado de la empresa actora en el hecho
tercero de su demanda, ocurrió en ei mes de mayo de 20i0,
momento en el cual debía iniciarse et computo de la prescripción
de la acción civil para recramar, en atención a lo dispuesto en el
Articulo 1706 det Coo:go Givir, ya que et cómputo inicia oesoelue
el reclamante tiene conocimiento det agravio.

En cuanto al proceso penal seguido al representante legal de la
empresa, se aprecia que, al dictarse la medida cautetar de áetención
preventiva al señor Alzate, el 14 de septiembre de 2011, ya había
transcurrido más del año desde que se le impidió la entiaáa como
técnico de la empresa a ras instalaciones üel aeropuerto, y los
consecuentes. agravios denunciados, sin que la empresa presentara
reclamaclón alguna.

El planteamiento del recurrente, sobre que el cómputo debe realizarse
99r¿." que se ejecutorió la sentencia No.2 de 1g dé febrero de 2013, el
17 de septiembre de 2013, no resulta procedente, pues la acción
penal o administratiyll !a que hace referencia el párrafo segundo
del artÍculo 1706 del código Givit, para que el cómputo se Éalice
d""-d" la ejecutoria de unasentencia, es ia acción que la empresa
tenía derecho a eiercer por los hechos que le afectaúan.

De las consideraciones expuestas, debe concluirse que no resultan
procedentes las argumentaciones sobre las cuales el apoderado
judicialde la empresa sustenta er recurso de apelación, toda v'ez que el
cómputo de la prescripción inicia en mayo de 2010, tal como lo plásma
fa- demanda, y la demanda fue presentada el 1T de septiembre de
2014, más allá del término que estabtece el artículo tzoo' oel código
Civil.

Por consiguiente, el resto de ros Magistrados que integran la sala
Tercera de lo contencioso Administra-tivo, admiñ¡strandó justicia en
ryTPre de ta República y por autoridad de la Ley, CONFIRMAN elAuto
de dieciséis (16) de octubre de dos mil catorce l2stl¡, mediante la cualel Magistrado sustanciador No ADMITE la 

'demánda 
contencioso

administrativa de indemnización, interpuesta por el licenciado José
{ly^arez cueto, en representación oe ier pÁnnun ELEcrRoNlcs,
lNC., en contra del Estado Panameño (Autoridad de Aeronáutica civiljal pago de B/.19,923,113.00, en concepto de indemnización poi
afectación material, moral y económica.

En razón de todo lo anterior, el resto de los Magistrados que conformamos

la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, procederemos a revocar la
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Resolución de 23 de julio de 2018 y, en su lugar, no se admitirá la demanda en

estudio.

. PARTE RESOLUTTVA

Por las consideraciones previamente expuestas, la Sala Tercera de la

Corte Suprema de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y

por autoridad de la Ley, REVOCA la Resolución de 23 de julio de 201A, emitida por

el Magistrado Sustanciador; y, en su luga¡ NO ADMITE la demanda contencioso

administrativa de indemnización presentada por la Licenciada María Teresa Wald

de osorio, en nombre y representación de carlo Javier osorio wald, para que se

condene al Estado Panameño, por conducto de la Superintendencia del Mercado

de valores, al pago de la suma de B/.s,000,000.00, en concepto de daños y

perjuicios, que alega haber sufrido como consecuencia de la mala prestación del

servicio público adscrito a esa institución estatal.

NOTIF|AUESE,

LUIS RAMÓN FÁBREGA S.
MAGISTRADO

ABELAUGU$TO ZAMORANO
MAGISTRADO
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